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tadas en concepto de gravamen complementario de la
tasa fiscal del juego establecido en el art. 38.2.2 de
la Ley 5/1990. La Sala, en lugar de pronunciarse sobre
esta pretensión, razona sobre una cuestión distinta a
la planteada, como es la legalidad constitucional de la
tasa fiscal del juego regulada en la Ley de Presupuestos
Generales del Estado para 1991. Y es esta fundamen-
tación, claramente disconforme con lo planteado, la que
conduce a la desestimación del recurso contencioso.

Ha tenido lugar, pues, un supuesto de incongruencia
ultra petita al haber dado el Tribunal Superior de Justicia
de Madrid respuesta a una cuestión no planteada y ajena
por completo al debate procesal, lo que ha resultado
determinante de la indefensión de las partes al vulnerar
el principio de contradicción; y, al mismo tiempo, una
incongruencia por omisión, causante también de inde-
fensión material al no haberse pronunciado el órgano
judicial sobre lo que se pedía en la pretensión procesal
ejercitada, es decir, la conformidad o no a Derecho del
gravamen complementario de la tasa fiscal del juego
establecido por Ley 5/1990. El órgano judicial ha incurri-
do, por tanto, en una «incongruencia por error», al razo-
nar y resolver sobre una pretensión absolutamente ajena
al debate procesal planteado. Procede, en consecuencia,
otorgar el amparo y anular la Resolución impugnada con
reposición de los autos al momento anterior a su pro-
nunciamiento para que pueda dictarse otra congruente
con lo pedido.

5. Por lo que respecta a la alegada vulneración del
principio de igualdad en la aplicación judicial de la Ley,
es evidente que, como señala el Ministerio Fiscal, ésta
es una cuestión que tiene que ver con el fondo de la
resolución que en este proceso se anula, por lo que
no resulta procedente anticipar ningún pronunciamiento
sobre ella hasta tanto el órgano judicial se haya pro-
nunciado expresamente sobre la pretensión formulada
ante él.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por «Tajares, S. A.», y,
en consecuencia:

1.o Declarar que la Sentencia de 16 de noviembre
de 1995, de la Sección Quinta de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, ha vulnerado el derecho a la tutela judicial
efectiva de la recurrente.

2.o Restablecerla en su derecho y, a tal fin, anular
la citada Sentencia y retrotraer las actuaciones judiciales
al momento anterior a su pronunciamiento para que el
Tribunal resuelva congruentemente con la pretensión
ejercitada.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciséis de mayo de dos mil.—Car-
les Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio
Diego González Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicen-
te Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

11457 Sala Segunda. Sentencia 125/2000, de 16
de mayo de 2000. Recurso de ampa-
ro 3.071/1996. Promovido por «Los Maya-
tos, S. A.» y «Volcán Rojo, S. A.», frente a
la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Canarias, que estimó el recurso de don
Francisco González Ortega contra el Ayunta-
miento de Los Llanos de Aridane (isla de La
Palma), y anuló la recalificación urbanística
de los terrenos donde aquéllas promovían un
campo de golf. Vulneración del derecho a la
tutela judicial sin indefensión: emplazamiento
edictal de interesados no identificados, pero
que no fue publicado en el boletín oficial.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.071/96, promovido
por las entidades mercantiles «Los Mayatos, S. A.», y
«Volcán Rojo, S. A.», representadas por la Procuradora
de los Tribunales doña Isabel Sánchez Ridao y asistidas
por el Letrado don Ovidio Montes Cabezón, contra la
Sentencia núm. 284/1994, de 25 de abril, dictada por
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Canarias, en los recursos acu-
mulados núms. 342/91 y 343/91. Ha sido parte don
Francisco González Ortega, representado por el Procu-
rador de los Tribunales don Carlos Navarro Gutiérrez y
asistido por el Letrado don Pedro Fernández Arcila. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el
Magistrado don Julio Diego González Campos, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 29 de
junio de 1996, doña Isabel Sánchez Ridao, Procuradora
de los Tribunales, en nombre y representación de las
entidades mercantiles «Los Mayatos, S. A.», y «Volcán
Rojo, S. A.», interpuso recurso de amparo contra la Sen-
tencia de la que se hace mérito en el encabezamiento.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los que siguen:

a) Las demandantes de amparo eran promotoras
del denominado «Plan Parcial Aridane Golf», que afec-
taba a la calificación urbanística de determinados terre-
nos ubicados en el municipio de Los Llanos de Aridane
(isla de La Palma). Mediante la modificación del Plan
General de Ordenación Urbana del Municipio, dichos
terrenos fueron calificados como suelo urbanizable pro-
gramado por acuerdo de la Comisión de Urbanismo y
Medio Ambiente de Canarias (C.U.M.A.C.), de 16 de junio
de 1987 («Boletín Oficial de Canarias» de 7 de agosto).

b) A partir de esa calificación, las demandantes
comenzaron a tramitar y desarrollar el denominado «Plan
Parcial Aridane Golf», que fue provisionalmente apro-
bado por el Pleno del Ayuntamiento, el 28 de septiembre
de 1989, y posteriormente remitido a la C.U.M.A.C. Al
no dictar, sin embargo, este organismo resolución alguna
al respecto, las demandantes interesaron de la C.U.M.A.C.
que declarase formalmente el carácter urbanizable del
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suelo incluido en el mencionado Plan Parcial, de acuerdo
con lo previsto en la disposición adicional primera, apar-
tado 5, de la Ley 12/1994, de Espacios Naturales de
Canarias. Debido a la falta de respuesta en relación con
dicha petición, interpusieron recurso contencioso-admi-
nistrativo ante el Tribunal Superior de Justicia.

c) Admitido a trámite el recurso, el órgano judicial
acordó dar traslado del expediente a las actoras a fin
de que pudieran formalizar la oportuna demanda. Al exa-
minar el expediente, comprobaron que en el mismo figu-
raba una copia de la Sentencia impugnada en amparo,
recaída en los recursos contencioso-administrativos
núms. 342/91 y 343/91, como consecuencia del ejer-
cicio por un ciudadano de la acción pública prevista en
la Ley del Suelo. Dicha Sentencia, que estimaba los recur-
sos, ordenaba que se clasificase como «suelo no urba-
nizable especialmente protegido», por estar integrados
en un Parque Natural, los terrenos correspondientes al
Plan Parcial promovido por aquéllas, con modificación
del Plan General, que los calificaba como «urbanizables».

3. En su demanda de amparo, aducen las entidades
recurrentes la vulneración de su derecho a la tutela judi-
cial efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.), por no haber
sido personalmente emplazadas en los recursos conten-
cioso-administrativos núms. 342/91 y 343/91, a pesar
de tener un indudable interés directo en el asunto dis-
cutido en los mismos y ser fácilmente identificables para
la Administración demandada. Las recurrentes conside-
ran que tienen interés directo al ser promotoras del deno-
minado «Plan Parcial Aridane Golf», formado sobre terre-
nos ubicados en el término de los Llanos de Aridane
incluidos en el Plan General, cuya calificación ha sido
modificada por virtud de la Sentencia recurrida. Además,
alegan que esta consideración de parte legítima inte-
resada le había venido siendo reconocida tanto por el
Ayuntamiento de los Llanos de Aridane como por la
C.U.M.A.C., Administración demandada en los mencio-
nados recursos contencioso-administrativos, tramitados
sin su conocimiento.

4. Mediante providencia de 31 de octubre de 1996,
la Sección Cuarta acordó, antes de entrar a resolver sobre
la admisibilidad de la demanda, recabar de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Canarias la remisión de la certificación que
pudiera acreditar, en su caso, el emplazamiento en
los recursos contencioso-administrativos núms. 342/91
y 343/91 de las empresas urbanísticas afectadas por
la modificación del planeamiento urbanístico y, en par-
ticular, de las ahora demandantes de amparo «Los Maya-
tos, S. A.», y «Volcán Rojo, S. A.». El 4 de diciembre
de 1996 tuvo entrada en el Registro de este Tribunal,
procedente del Juzgado de Guardia, escrito del órgano
judicial al que se adjuntaba certificado haciendo constar
que en los recursos reseñados no había sido emplazada
ninguna empresa ni tampoco, en consecuencia, las
demandantes de amparo.

5. Mediante providencia de 5 de marzo de 1997,
la Sección Cuarta acordó admitir a trámite la deman-
da de amparo y, en aplicación de lo dispuesto en el
art. 51 LOTC, requerir a la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cana-
rias a fin de que, en plazo no superior a diez días, remitiera
certificación o fotocopia adverada de las actuaciones
correspondientes a los recursos acumulados
núms. 342/91 y 343/91. Asimismo, se solicitaba a
dicho órgano judicial el previo emplazamiento de quienes
hubieran sido parte en el procedimiento, excepto las
recurrentes en amparo, para que, en el mismo plazo,
pudieran comparecer en el recurso y defender sus dere-
chos. El 22 de abril de 1997, el Procurador don Carlos
Navarro Gutiérrez, en nombre de don Francisco González

Ortega, presentó escrito en este Tribunal solicitando que,
en mérito del emplazamiento acordado por la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Canarias, se le tuviera por personado en el
recurso de amparo. Por providencia de 29 de abril
de 1997, la Sección Tercera acordó, en primer lugar,
tener por personado y parte al Procurador anteriormente
citado en la representación ostentada, entendiéndose
con él las sucesivas actuaciones; en segundo lugar, la
Sección acordó dar vista de las actuaciones recibidas
a las partes personadas y al Ministerio Fiscal por plazo
común de veinte días, dentro de los cuales podrían pre-
sentar las alegaciones que estimasen pertinentes, con-
forme determina el art. 52.1 LOTC.

6. Mediante escrito registrado en la sede de este
Tribunal el 29 de mayo de 1997, formuló sus alegaciones
el Procurador de los Tribunales don Carlos Navarro
Gutiérrez, en nombre y representación de don Francisco
González Ortega. Tras exponer los antecedentes del pro-
cedimiento administrativo seguido en relación con los
hechos de los que trae causa el presente recurso de
amparo, considera la representación procesal de don
Francisco González Ortega —quien interpuso los recursos
contencioso-administrativos núms. 342/91 y 343/91—
que la actuación del Tribunal Superior de Justicia de
Canarias no infringió el derecho fundamental alegado
por las entidades ahora recurrentes, ya que si el Tribunal
no las emplazó fue porque no figuraban en el expediente
administrativo de modificación del Plan General de Orde-
nación Urbana de los Lagos de Aridane y, en conse-
cuencia, no podían ser identificables. Además, dichos
recursos versaron sobre la clasificación de unos terrenos
que no guardan equivalencia alguna con aquéllos res-
pecto de los cuales las demandantes de amparo se atri-
buyen la propiedad, conforme a la escritura de com-
praventa aportada en este proceso. Por tanto, ni siquiera
con los datos que figuraban en los recursos contencio-
so-administrativos o la posterior demanda se hubieran
podido identificar a las entidades que seis años después
manifiestan ser partes interesadas. En todo caso, se insis-
te, los citados recursos versaron sobre la modificación
urbanística del Plan General del citado municipio y no
sobre el denominado «Plan Parcial Aridane Golf» al que
hacen referencia las entidades recurrentes.

Tras efectuar una referencia a la doctrina de este
Tribunal en materia de emplazamiento, el escrito de ale-
gaciones transcribe el art. 64.1 L.J.C.A., de 1956, para
destacar que, según dicho precepto, en su nueva redac-
ción adaptada a las exigencias constitucionales, no todos
los interesados en el expediente administrativo deben
ser emplazados ante la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, sino sólo los que figuren en él. Lo contrario
supondría la vulneración de la tutela judicial efectiva de
quien actuó de buena fe durante el proceso contencio-
so-administrativo en defensa de intereses colectivos y
en la creencia de encontrarse protegido por la institución
de la cosa juzgada, máxime si se tiene en cuenta que
los recursos contencioso-administrativos versaban sobre
actos administrativos que afectaban prácticamente a
todo un municipio, con lo que tendrían que haber sido
emplazados todos los vecinos y propietarios afectados
por el mismo.

Por todo ello, el escrito concluye solicitando que se
deniegue el amparo. Igualmente, solicita mediante otrosí,
en virtud de lo dispuesto en el art. 89 LOTC, que se
acuerde la práctica de prueba consistente en librar oficio
a la C.U.M.A.C. para que remita el expediente adminis-
trativo por el que se aprobó definitivamente la modi-
ficación del Plan General de Ordenación Urbana de los
Llanos de Aridane, el 16 de junio de 1987.

7. El 30 de mayo de 1997, procedentes del Juzgado
de Guardia, se registraron en este Tribunal las alega-
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ciones de las entidades recurrentes en amparo. Tras la
vista de las actuaciones solicitadas por este Tribunal,
dichas entidades se reafirman en la vulneración que
sufrieron del art. 24.1 C.E., destacando el hecho de que
no sólo no fueron personalmente emplazadas, sino que
el Tribunal Superior de Justicia de Canarias dio curso
y tramitación a los recursos contencioso-administrativos
sin ni siquiera llevar a efecto el preceptivo anuncio de
los mismos en el «Boletín Oficial» de la provincia. Entien-
den, pues, que en el presente supuesto concurren todos
los requisitos constitucionalmente exigidos para que se
otorgue el amparo solicitado. Así, existe un interés per-
sonal, directo y legítimo de las recurrentes, en cuanto
que propietarias y promotoras del denominado «Plan Par-
cial Aridane Golf», formado, en lo que a su delimitación
física se refiere, sobre terrenos ubicados en el término
de los Llanos de Aridane, abarcados por el Plan General
cuya calificación fue modificada por la Sentencia que
se recurre. A pesar de ello, no se emplazó personalmente
a las entidades recurrentes, quienes jamás pudieron
conocer de la existencia de los recursos contencioso-ad-
ministrativos —ya que ni siquiera fueron objeto de publi-
cación edictal— sino hasta el día 5 de julio de 1996,
en que se dio traslado del expediente administrativo rela-
tivo al recurso núm. 965/96 por ellas interpuesto y entre
cuyos documentos se encontraba copia de la Sentencia
ahora impugnada. En consecuencia, concluyen su escrito
de alegaciones reiterando las peticiones formuladas en
el escrito de interposición del recurso de amparo y la
solicitud de estimación del mismo.

8. El 4 de junio de 1997 formuló sus alegaciones
el Ministerio Fiscal. Tras reseñar sucintamente los
hechos, considera el Fiscal que de lo que se trata es
de dilucidar la validez de un emplazamiento edictal efec-
tuado conforme a las previsiones del art. 64 L.J.C.A.,
teniendo en cuenta la doctrina constitucional, según la
cual, cuando existan personas que ostenten un interés
directo —o incluso legítimo—, se hace aconsejable, y en
ocasiones imprescindible, el emplazamiento personal.
No duda el Fiscal del carácter de interesados de las
solicitantes de amparo en el recurso contencioso-admi-
nistrativo que dio lugar a la resolución discutida, ya que
fueron ellas quienes instaron la calificación de suelo urba-
nizable programado de los terrenos que, posteriormente,
y en virtud de la acción popular que la legislación vigente
otorga en materia urbanística, fueron declarados por el
propio Tribunal Superior de Justicia como suelo no urba-
nizable especialmente protegido. Su posición procesal
debía haber sido la de coadyuvantes de la Administración
demandada; pero para ello era necesario que pudieran
tener conocimiento del pleito seguido sobre los terrenos
objeto de su propiedad.

Tras reproducir un pasaje de la STC 90/1996 (FJ 2)
como muestra de la doctrina de este Tribunal al respecto,
prosigue el escrito del Ministerio Fiscal indicando que
el problema que se plantea en el presente recurso de
amparo radica en resolver si la Sala tenía o no la obli-
gación de emplazar personalmente a las hoy deman-
dantes. A este respecto se resaltan dos extremos:
a) Sus datos identificativos no se deducían expresa-
mente del escrito de interposición, de la demanda, del
resto de las actuaciones judiciales ni tampoco del expe-
diente administrativo; b) en el momento de la inter-
posición del recurso contencioso-administrativo no había
entrado en vigor la Ley 10/1992, por lo que la obligación
legal de efectuar el emplazamiento recaía sobre los órga-
nos jurisdiccionales y no sobre la Administración. Sin
duda, la C.U.M.A.C. tenía conocimiento de que las
demandantes de amparo habían sido promotoras del
Plan Parcial que se veía afectado por el recurso con-
tencioso-administrativo que pretendía la modificación del
Plan General. Pero no puede decirse lo mismo de la

Sala, pues en el expediente administrativo enviado para
la preparación de la demanda no constaba dicho dato.

A la vista del tenor literal del art. 44.1 b) LOTC, podría
parecer que, en este caso, la omisión sería imputable
a la Administración y no a la Jurisdicción, de modo que
el amparo no debería prosperar. No obstante, el Fiscal
no comparte tal tesis, ya que, tras la entrada en vigor
de la Constitución Española y la abundante doctrina cons-
titucional sobre el sentido que debe darse al art. 64
L.J.C.A., no parece razonable que pueda seguirse un plei-
to entre un particular que ejerce la acción urbanística
pública y la Administración de espaldas a los propietarios
de los terrenos acerca de cuya edificabilidad se discute.
Respecto a ellos, el emplazamiento debiera haber sido
personal y el órgano judicial así debió ordenarlo a la
Administración, además de publicar los respectivos edic-
tos. Pensar que éstos servían efectivamente de empla-
zamiento a unos particulares, interesados directos, no
es más que una ficción que no puede cohonestarse con
las exigencias de la tutela judicial efectiva. Por todo ello,
el Ministerio Fiscal solicita de este Tribunal que dicte
Sentencia otorgando el amparo.

9. Mediante providencia de 23 de junio de 1997,
la Sección Tercera acordó no haber lugar a la prueba
solicitada por el Procurador don Carlos Navarro Gutiérrez,
sin perjuicio de que, en caso de estimarse necesario
por este Tribunal, se acordare su práctica para mejor
proveer.

10. El 24 de enero de 2000, y conforme a lo dis-
puesto en el art. 88.1 LOTC, se acordó dirigir atenta
comunicación a la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, a fin de
que fuera remitida, a la mayor brevedad posible, cer-
tificación o copia adverada del edicto acordado en Reso-
lución de fecha 14 de mayo de 1991 y de su publicación
en el boletín oficial correspondiente, así como copia de
los folios 25 vuelto y siguientes de las actuaciones, omi-
tidos en la remisión de las mismas. El siguiente 31 de
marzo tuvo entrada en el Registro de este Tribunal escrito
de dicha Sala, por el que se informaba de que, según
contestación del «Boletín Oficial» de la provincia, el edic-
to de referencia no fue publicado en su día. Igualmente,
se acompañaban al citado escrito los testimonios soli-
citados.

11. Mediante diligencia de ordenación de 6 de abril
de 2000, se acordó dar traslado mediante copia a las
partes personadas y al Ministerio Fiscal de la comuni-
cación anterior, concediéndoles un plazo de diez días
al objeto de que pudieran formular alegaciones. Tanto
las primeras como el segundo evacuaron dicho trámite,
ratificándose esencialmente en lo ya expuesto en los
anteriores escritos presentados ante este Tribunal.

12. Por providencia de 11 de mayo de 2000, se
señaló para la deliberación y fallo de la presente Sen-
tencia el día 16 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Las entidades demandantes de amparo han soli-
citado de este Tribunal que anule la Sentencia dictada
el 25 de abril de 1994, por la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Canarias, por una presunta vulneración de su derecho
a la tutela judicial efectiva y sin indefensión (art. 24.1
C.E.). En concreto, alegan que no fueron personalmente
emplazadas en el proceso en el que recayó dicha Sen-
tencia y, ya en el trámite de alegaciones y tras tener
acceso a las actuaciones, la falta de publicación en el
«Boletín Oficial» de la provincia de los edictos que anun-
ciaban la interposición de los recursos contencioso-ad-
ministrativos que dieron lugar a tal proceso, con infrac-
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ción de lo establecido en el art. 64 L.J.C.A. entonces
vigente. Extremo que ha sido confirmado por el men-
cionado órgano judicial a requerimiento de este Tribunal.
De suerte que la pretensión anulatoria de las recurrentes
en amparo se basa tanto en el motivo relativo a la falta
de emplazamiento personal como también en el que
se refiere a la ausencia de emplazamiento edictal.

El Ministerio Fiscal concurre en la solicitud de que
se otorgue el amparo, dado el carácter de interesadas
de las entidades demandantes en este proceso en los
citados recursos contencioso-administrativos. Mientras
que don Francisco González Ortega, quien interpuso
dichos recursos y también ha comparecido en este pro-
ceso constitucional, se opone a la concesión, por enten-
der que el órgano judicial no estaba obligado a efectuar
tal emplazamiento personal al no figurar ninguna de las
dos entidades recurrentes en el expediente administra-
tivo de modificación del Plan General de Ordenación
Urbana del Municipio de los Llanos de Aridane ni existir
tampoco equivalencia entre los terrenos afectados por
el cambio de calificación urbanística ordenado en la Sen-
tencia impugnada y aquéllos respecto de los que dichas
entidades se atribuyen la propiedad.

2. Expuestas así las pretensiones de las partes en
este proceso constitucional, es procedente examinar, en
primer lugar, si la falta de emplazamiento personal de
las demandantes de amparo para comparecer en los
recursos citados ha lesionado, según ellas afirman, su
derecho a no padecer indefensión. Y si la respuesta a
esta cuestión fuese negativa, procedería, en segundo
término, determinar si la falta del emplazamiento edictal
a la que se ha hecho referencia ha causado o no la
vulneración del derecho que el art. 24.1 C.E. le reconoce.

3. Pues bien, en relación específicamente con la fal-
ta de emplazamiento personal de terceros en el proceso
contencioso-administrativo, este Tribunal ha venido for-
mulando desde la ya lejana STC 9/1981, de 31 de mar-
zo, una doctrina cuyos presupuestos esenciales han per-
manecido inalterables desde entonces (SSTC 22/1983,
de 23 de marzo; 102/1983, de 18 de noviembre;
86/1984, de 27 de julio; 2/1985, de 10 de enero;
3/1985, de 11 de enero; 6/1985, de 23 de enero;
108/1985, de 8 de octubre; 181/1985, de 20 de
diciembre; 182/1985, de 20 de diciembre; 35/1986,
de 21 de febrero; 150/1986, de 27 de noviembre;
141/1987, de 23 de julio; 188/1987, de 27 de noviem-
bre, y 24/1988, de 23 de febrero), hasta llegar al
momento actual. En concreto, en la STC 152/1999, de
14 de septiembre (FJ 4), efectuamos un esfuerzo de
sistematización de alguna de las principales Sentencias
recaídas al respecto, en especial durante los años
noventa. Como las mismas ponen de manifiesto, tres
son los requisitos básicos que venimos exigiendo para
entender vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión por aquel motivo (en idénticos términos
también, más recientemente, STC 62/2000, de 13 de
marzo, FJ 3):

a) Que el demandante de amparo fuera titular de
un derecho o de un interés legítimo y propio susceptible
de afección en el proceso contencioso-administrativo en
cuestión, lo que determina su condición material de
demandado o coadyuvante en aquel proceso. La situa-
ción de interés legítimo resulta identificable con cual-
quier ventaja o utilidad jurídica derivada de la reparación
pretendida (SSTC 97/1991, de 9 de mayo, FJ 2, y
264/1994, de 3 de octubre, FJ 3). Y, en todo
caso, la titularidad del derecho o interés legítimo
debe darse al tiempo de la iniciación del proceso con-
tencioso (SSTC 65/1994, de 28 de febrero FJ 3;
90/1996, de 27 de mayo, FJ 2, y 122/1998, de 15
de junio, FJ 3).

b) Que el demandante de amparo fuera identificable
por el órgano jurisdiccional. El cumplimiento de este
requisito depende esencialmente de la información
contenida en el escrito de interposición del recurso,
en el expediente administrativo o en la demanda
(SSTC 325/1993, de 8 de noviembre, FJ 3; 229/1997,
de 16 de diciembre, FJ 2; 113/1998, de 1 de junio,
FJ 3, y 122/1998, FJ 3).

c) Y, por último, que se haya producido al recurrente
una situación de indefensión material. No hay indefen-
sión material cuando el interesado tenía conocimiento
extraprocesal del asunto y, por su propia falta de dili-
gencia, no se personó en la causa. A la conclusión del
conocimiento extraprocesal de un proceso se debe llegar
mediante una prueba fehaciente (SSTC 117/1983, de
12 de diciembre, FJ 3; 74/1984, de 27 de junio, FJ
2; 97/1991, FJ 4; 264/1994, FJ 5, y 229/1997, FJ
3), lo que no excluye las reglas del criterio humano que
rigen la prueba de presunciones (SSTC 151/1988, de
15 de julio, FJ 4; 197/1997, de 24 de noviembre, FJ 6;
26/1999, de 8 de marzo, FJ 5; 72/1999, de 26 de
abril, FJ 3), siendo la presunción de conocimiento espe-
cialmente intensa en relación con los funciona-
rios cuya Administración es parte demandada
(SSTC 45/1985, de 26 de marzo, FJ 3, y 197/1997,
FJ 6).

4. En el presente caso, la existencia de un interés
legítimo y propio de las entidades recurrentes en amparo
para comparecer en el proceso contencioso-administra-
tivo en el que fueron acumulados los reseñados recursos
no puede ser puesta en duda. Como se alega en la
demanda de amparo y consta en los documentos apor-
tados con la misma, tras su modificación, en fecha 16
de junio de 1987, el Plan General de Ordenación Urbana
de los Llanos de Aridane declaró «suelo urbanizable pro-
gramado» determinadas zonas donde se ubicaban unos
terrenos cuya propiedad adquirieron las recurrentes,
quienes, en el marco de unos Convenios urbanísticos
suscritos con el Ayuntamiento de la localidad, promo-
vieron un denominado «Plan Parcial Aridane Golf», que
fue aprobado provisionalmente por éste el 28 de sep-
tiembre de 1989. Es claro, pues, que la eventual anu-
lación por parte de la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa de la citada modificación del Plan General de
Ordenación Urbana afectaba directamente a intereses
legítimos adquiridos por las recurrentes con anterioridad
a la fecha de interposición de los recursos contencio-
so-administrativos (13 de mayo de 1991), en tanto en
cuanto tal anulación impedía la aprobación definitiva por
la C.U.M.A.C. del Plan Parcial por ellas promovido. En
consecuencia, el primero de los requisitos exigidos para
considerar la falta de emplazamiento personal de ter-
ceros en el proceso contencioso-administrativo como vul-
neración del art. 24.1 C.E. ha de considerarse suficien-
temente satisfecho.

5. Ahora bien, como, asimismo, cabe observar tras
el examen de las actuaciones seguidas ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Canarias, en ningún lugar de dichas actua-
ciones aparece dato alguno del que pudiera razonable-
mente deducirse la posibilidad, por parte del órgano judi-
cial, de proceder a la identificación de las entidades
recurrentes en amparo. En efecto, ni en los escritos de
interposición de los recursos contencioso-administrati-
vos ni en la demanda mediante la que posteriormente
se formalizaron los mismos se hace identificación alguna
de concretos afectados por la eventual anulación de la
modificación del Plan General que se propugnaba, y ello,
precisamente, por su carácter general, según ha indicado
el recurrente en el proceso a quo en sus alegaciones
ante este Tribunal. Tampoco existe tal identificación en
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el expediente administrativo, materialmente casi inexis-
tente, al haber sido desestimada la solicitud de aquél
en vía administrativa por silencio. Por lo demás, en las
actuaciones judiciales no consta el expediente adminis-
trativo correspondiente a la aprobación definitiva de la
modificación del Plan General de Ordenación Urbana
de Los Llanos de Aridane por la C.U.M.A.C., siendo pre-
cisamente don Francisco González Ortega quien ha soli-
citado su aportación al proceso de amparo como prueba
de la inexistencia de cualquier mención en dicho expe-
diente a las entidades demandantes de amparo como
titulares de terrenos afectados por aquella modificación.
Sin embargo, tampoco en la demanda de amparo se
pretende desmentir este dato, ya que, de hecho, las
demandantes adquirieron los terrenos con posterioridad
a la modificación del Plan, como lo evidencia la fecha
de la escritura de compraventa. En realidad, el único
alegato de éstas al respecto se basa en que su condición
de promotoras del Plan Parcial posteriormente afectado
por la anulación de la modificación del Plan General de
Ordenación Urbana era conocida por el Ayuntamiento
y también por la propia C.U.M.A.C., integrada en la Con-
sejería de Política Territorial del Gobierno Autónomo de
Canarias, que figuraba como única Administración
demandada en el proceso contencioso-administrativo.

Ciertamente, junto con la demanda se aportan escri-
tos y documentos que ponen de manifiesto la comu-
nicación que las recurrentes mantuvieron tanto con el
Ayuntamiento como con la C.U.M.A.C. Sin embargo, el
Ayuntamiento no fue demandado en el proceso, y ni
siquiera fue emplazado para comparecer en el mismo,
como lo demuestra el escrito que su representante pro-
cesal remitió a la Sala juzgadora, el 18 de octubre de
1995, poniendo de manifiesto dicha circunstancia a efec-
tos de la eventual interposición también de un recurso
de amparo. Bien es verdad que el Ayuntamiento de los
Llanos de Aridane remitió al órgano judicial, tras ser
requerido por éste en el trámite de prueba, un informe
en el que certificaba la ubicación de los zonas objeto
de controversia dentro de un Parque Natural. Pero en
ningún momento hizo mención a personas o entidades
concretas afectadas por tal circunstancia, limitándose
dicho informe a efectuar una genérica referencia a las
consecuencias que ello pudiera tener sobre unas pre-
visiones urbanísticas ya aprobadas en el Plan General
Municipal. De otra parte, con la demanda se aporta tam-
bién copia de un acuerdo de la C.U.M.A.C., de 12 de
marzo de 1992, que estimaba parcialmente el recurso
de reposición, de fecha 1 de julio de 1991, presentado
por la entidad «Los Mayatos, S. A.», contra un anterior
acuerdo, adoptado por dicho organismo el 25 de abril
de 1991, mediante el que se suspendía la modificación
del Plan General de Ordenación Urbana de los Llanos
de Aridane. Igualmente, se aporta otro acuerdo de la
C.U.M.A.C. de 29 de enero de 1993, denegando la soli-
citud —con fecha de entrada en dicho organismo el 15
de junio de 1992— de «Los Mayatos, S. A.»; «Volcán
Rojo, S. A.», y una tercera entidad, en el sentido de que
se declarase expresamente aprobado, por silencio admi-
nistrativo, el citado «Plan Aridane Golf». Nótese, no obs-
tante, que los escritos de las recurrentes son posteriores
a la fecha de interposición de los recursos contencioso-
administrativos (13 de mayo de 1991, como ya se indicó)
y a la de remisión al órgano judicial del expediente admi-
nistrativo original por parte de la C.U.M.A.C. (28 de mayo
de 1991).

6. Con independencia de que, según la jurispruden-
cia de este Tribunal, resumida en el fundamento jurí-
dico 3, lo relevante a estos efectos es la identificabilidad
de los interesados en el expediente administrativo del
que trae causa la resolución recurrida ante la jurisdicción
contencioso-administrativa y no necesariamente en otros

documentos obrantes en poder de la Administración,
no puede pasarse tampoco por alto que, en el momento
de interposición de los recursos contencioso-administra-
tivos, tantas veces mencionados, ni siquiera había entra-
do en vigor la Ley 10/1992, de 30 de abril, de Medidas
Urgentes de Reforma Procesal, que modificó diversos
preceptos de la L.J.C.A. de 1956; entre ellos, el art. 64,
relativo a los emplazamientos. Por consiguiente, y a dife-
rencia de lo sucedido tras dicha reforma, cuando acae-
cieron los hechos, la obligación de notificar la existencia
de un proceso contencioso-administrativo a los posibles
interesados en comparecer en él recaía exclusivamente
en el órgano judicial. De modo que, como afirmábamos
en la STC 133/1986, de 29 de octubre, «en el caso
de que los titulares de derechos e intereses no aparezcan
identificados e incluso localizados en el escrito de inter-
posición del recurso, o en la demanda, o prima facie
en el expediente administrativo, difícilmente podrán los
Tribunales emplazarlos personalmente si no es recurrien-
do a la actuación de la Administración para que ésta
lo haga in auxilio curiae», solución ésta no prevista, como
hemos dicho, por la Ley en el momento en el que se
substanció el proceso, «y que no resulta exigida sin más
por una interpretación ponderada del art. 24.1 C.E.»
(FJ 4).

A la vista, pues, de la falta de identificación de las
entidades recurrentes en los autos del proceso conten-
cioso-administrativo donde recayó la Sentencia que aho-
ra se impugna, y teniendo en cuenta también que el
acto administrativo impugnado y posteriormente anu-
lado por la resolución judicial no era, de modo inmediato,
declarativo de derechos subjetivos en favor de personas
determinadas o determinables a partir de lo expuesto
o documentado ante el Tribunal, debemos excluir que
la falta de emplazamiento personal de las dos entidades
recurrentes en amparo vulnerara su derecho constitu-
cional a no padecer indefensión. Y, ello, utilizando una
vez más palabras textuales de la STC 133/1986 citada,
porque no puede decirse «que pese sobre los juzgadores,
en virtud de lo dispuesto en el art. 24.1 C.E., el deber
de identificar para llamarlos personalmente al proceso,
a todos cuantos, no afectados en sus derechos subjetivos
por el acto impugnado ni designados con certeza en
la demanda o en el expediente, pudieran tener interés
en la conservación de la resolución o disposición recurri-
da» (FJ 5). Por lo demás, como también hemos afirmado,
«para que sea exigible que se emplace personalmente
a los interesados es imprescindible que los mismos pue-
dan ser identificados», ya que «de otro modo la pro-
tección ilimitada del derecho a no ser emplazado... con-
llevaría, en su automatismo, el sacrificio del derecho a
la tutela judicial efectiva de quien, actuando de buena
fe, fue parte en el proceso contencioso-administra-
tivo y se creía protegido por la paz y seguridad jurídica
que implica la institución de la cosa juzgada»
(STC 229/1997, FJ 3, con cita a su vez de las SSTC
56/1985, de 29 de abril, y 97/1991).

7. Sin embargo, como indicamos antes, de las actua-
ciones remitidas por la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias
se desprende, y así fue confirmado por el órgano judicial
a requerimiento de este Tribunal, que la publicación del
emplazamiento edictal previsto en el art. 64 L.J.C.A. en
su redacción anterior a la reforma operada por la Ley
10/1992, nunca tuvo lugar. En efecto, en dichas actua-
ciones (folios 25 y 43) constan sendas propuestas de
providencia del Secretario de la Sala, de 14 de mayo
de 1991, por las que se ordena la publicación en el
«Boletín Oficial» de la provincia de los correspondientes
edictos comunicando la interposición de los dos recursos
contencioso-administrativos. Con posterioridad a la acu-
mulación de ambos, y en relación con el núm. 342/91,



28 Martes 20 junio 2000 BOE núm. 147. Suplemento

existe incluso una diligencia de ordenación de dicho
Secretario, de fecha 12 de febrero de 1992, requiriendo
al recurrente para que aporte el ejemplar del «Boletín
Oficial» de la provincia en el que aparezca expuesto el
edicto mandado publicar (folio 60). Es más, el propio
Ayuntamiento de los Llanos de Aridane puso en cono-
cimiento de la Sala —en el escrito, ya mencionado, por
el que comunicaba a ésta su falta de emplazamiento
en el proceso— la ausencia en autos de la copia de la
publicación de ambos edictos en el «Boletín Oficial de
la Comunidad Autónoma» o de la diligencia indicando
el cumplimiento de dicho trámite. Y como ya se ha dicho,
tal publicación no tuvo lugar.

Pues bien, esta circunstancia ha de conducir dere-
chamente a la estimación del amparo. En efecto, si, como
hemos afirmado, la falta de emplazamiento personal de
las entidades demandantes no podía ser exigida a la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Canarias por las razones anteriormente
indicadas, el emplazamiento edictal de todos aquéllos
que pudieran tener interés en comparecer en el proceso
contencioso-administrativo del que trae causa la Sen-
tencia recurrida era una obligación impuesta al órgano
judicial por el art. 64 L.J.C.A. cuyo incumplimiento ha
causado indefensión a las recurrentes, una vez acredi-
tado su interés legítimo en personarse en el proceso.
Y ello toda vez que ni en las actuaciones judiciales ni
en la propia demanda de amparo consta circunstancia
o dato alguno de los que pudiera deducirse un cono-
cimiento extraprocesal de la tramitación del proceso con-
tencioso-administrativo antes de su conclusión por parte
de las recurrentes que evidenciara su falta de diligencia
(STC 20/2000, de 31 de enero, FJ 5), extremo éste
sobre el que tampoco han efectuado alegación alguna
las demás partes que han comparecido en el presente
recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por «Los Mayatos, S. A.»,
y «Volcán Rojo, S. A.», y, en consecuencia:

1.o Reconocer que se ha lesionado el derecho de
las recurrentes a la tutela judicial efectiva sin indefensión.

2.o Restablecerlas en su derecho y, a tal fin, anular
la Sentencia núm. 284/1994, de 25 de abril, de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Canarias, dictada en los recursos con-
tencioso-administrativos acumulados núms. 342/91
y 343/91.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
por el que se ordena la publicación del anuncio de inter-
posición de los citados recursos contencioso-adminis-
trativos, a fin de que se respete el derecho fundamental
lesionado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciseis de mayo de dos mil.—Car-
les Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio
Diego González Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicen-
te Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

11458 Sala Segunda. Sentencia 126/2000, de 16
de mayo de 2000. Recurso de amparo
3.488/1996. Promovido por don José Anto-
nio Bonilla Lagar respecto a las Sentencias
del Juzgado de lo Penal y de la Audiencia
Provincial de Madrid que le condenaron como
autor de un delito de hurto continuado.
Supuesta vulneración de los derechos al
secreto de las comunicaciones, a un proceso
con todas las garantías y a la presunción de
inocencia: intervención telefónica autorizada
por un Juzgado competente, en una causa
instruida por otro, mediante un Auto motivado
y no desproporcionado; condena fundada en
confesiones lícitas, corroboradas por otras
pruebas.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.488/96, interpuesto
por don José Antonio Bonilla Lagar, representado por
la Procuradora doña Margarita López Jiménez y asistido
por el Letrado don Luis Rodríguez Ramos, al que se ha
adherido íntegramente don Juan Soria Casero, repre-
sentado por la Procuradora doña Emilia Moreno Pin-
garrón y asistido por el Letrado don Rafael Angel Torres
Aparicio, contra la Sentencia dictada por la Sección Sép-
tima de la Audiencia Provincial de Madrid el 2 de julio
de 1996, que confirmó la dictada por el Juzgado de
lo Penal núm. 18 de Madrid de fecha 27 de febrero
de 1996, en la que se condenó al recurrente como autor
de un delito de hurto continuado a la pena de seis meses
de arresto mayor. Ha intervenido el Ministerio Fiscal.
Ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Conde Martín
de Hijas, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en el Tribunal el 26
de septiembre de 1996, don José Antonio Bonilla Lagar,
ahora representado por la Procuradora doña Margarita
López Jiménez y asistido por el Letrado don Luis Rodrí-
guez Ramos, interpone recurso contra las Sentencias
indicadas en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:

a) El representante legal de la compañía «Alcatel
Ibertel, S. A.», compareció en dependencias policiales
en marzo de 1993 denunciando que la empresa a la
que representaba, única importadora autorizada de
determinados aparatos telefónicos y de sus componen-
tes electrónicos, tenía conocimiento de que unos deter-
minados componentes electrónicos se estaban vendien-
do fuera de su red de distribución y por precio sen-
siblemente inferior, valorando las pérdidas ocasionadas
en unos 100 millones de pesetas.


